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Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / NIEGA. [R]esultaría absolutamente inviable ordenarle a alguna de las accionadas la expedición de un acto administrativo por medio del cual, en desconocimiento y omisión del trámite contemplado para ese fin, se le conceda el ascenso que pretende, por varias razones: en primer lugar porque con ello se estaría desconociendo el principio de subsidiariedad o residualidad que caracteriza la acción de tutela, toda vez que para ese tipo de asuntos se encuentra consagrado un trámite administrativo por medio del cual se evalúa, entre todos los interesados, cuáles de ellos cumplen con los requisitos para el ascenso a través del agotamiento de diversas etapas; en segundo, no se encuentra demostrado y acreditado que el señor DAGNOBER TREJOS PINZÓN sea merecedor del ascenso al cual ha hecho referencia, y que en efecto haya agotado cada una de las fases para ese fin y cumpla con los requisitos del caso; en tercer y último lugar porque una decisión enfocada de esa manera, y más, por medio de la acción constitucional, desconocería otros derechos de igual jerarquía de las personas que al igual que él se encuentran interesados en el ascenso del escalafón docente, especialmente el de la igualdad.    
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ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela instaurada por el señor DAGNOBER TREJOS PINZÓN en contra del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales de petición, igualdad, debido proceso, “dignificación de la actividad docente” y mínimo vital.  
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que desde el 1º de agosto de 2017 presentó ante la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda la documentación requerida para su ascenso en el escalafón docente, tal como lo establece la evaluación de carácter diagnóstica formativa (ECDF), prevista en el Decreto 1751 del 3 de noviembre de 2016, considerando que cumple a cabalidad con los requisitos para tal fin. 

El ente territorial encartado no se pronunció sobre su solicitud de ascenso, motivo por el cual, mediante derecho de petición del 18 de octubre de 2017 solicitó tanto a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda como al Ministerio de Educación Nacional su ascenso a la “categoría 2AM a 3ª”, teniendo en cuenta que satisface los requisitos establecidos en el Decreto 1278 de 2002. Así mismo pidió que se diera aplicación a lo señalado en el Decreto 1751 de 2016 y se procediera a reconocer el retroactivo respectivo a partir del 1º de enero de 2016. 
La Secretaría de Educación Departamental de Risaralda emitió una respuesta el 27 de octubre de 2017, sin embargo, estima que la misma no satisface de fondo a su requerimiento, pues en ella sólo se transcribieron apartes del Decreto 1278 de 2002. Además, se le indicó en ese memorial que hasta tanto el Ministerio de Educación Nacional no remitiera los listados respectivos, no se podía expedir el acto administrativo de ascenso, afirmación que según el actor no corresponde a la realidad, ya que esos registros fueron enviados desde el 30 de julio, mientras que el consolidado final fue allegado los días 22 y 24 de septiembre del año que avanza, tal y como obra en el oficio expedido por ese Ministerio el 28 de septiembre de 2017. 

Por su parte el Ministerio de Educación Nacional mediante comunicación del 31 de agosto del año que avanza hizo referencia a lo normado en el Decreto 1757 de 2015, pero omitió dar respuesta de fondo al requerimiento planteado por el actor. 
Considera que satisface los requisitos para acceder al ascenso en el escalafón 2AM a 3A, así como para la obtención del retroactivo respectivo. 

LO QUE SOLICITA:

De acuerdo a lo expuesto, solicita que se tutelen los derechos fundamentales invocados en su favor, y acorde con ello, se ordene a las entidades accionadas que resuelvan de fondo a su petición, y que además expidan el acto administrativo correspondiente mediante el cual se disponga su ascenso en el escalafón de la categoría 2AM a 3A, y cancelen el retroactivo desde el 1º de enero de 2016. 
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió el 2 de noviembre del año que transcurre, en el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, sin embargo, el titular de ese Despacho, mediante auto de esa misma fecha, se declaró incompetente para conocer del presente asunto y dispuso la remisión de las diligencias a la Oficina de Reparto para que fuera asignada a uno de los Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial. 
Así las cosas, el asunto se recibió en el Despacho el 10 de noviembre del año que transcurre, y por medio de auto del 14 del mismo mes y año se avocó su conocimiento, en el cual se ordenó la notificación y traslado a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda y al Ministerio de Educación Nacional para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción.
RESPUESTA DE LAS ACCIONADAS:
Secretaría de Educación Departamental de Risaralda: indicó que el derecho de petición incoado por el señor Dagnober fue radicado en esa entidad el 9 de agosto de 2017. 

Expuso que el Decreto 1751 de 2016, al que hizo alusión el actor, habla de unos efectos fiscales que abarcan al primer grupo de docentes que aprobaron las pruebas ECDF dentro del proceso establecido en la Resolución Nro. 15711 de 2015 del Ministerio de Educación Nacional, situación que no concurre en el caso del señor Dagnober Trejos Pinzón. 
Además, argumentó que ese ente territorial, a través de oficio No. 000402-24325 del 27 de octubre del presente año, dio respuesta de fondo al requerimiento del accionante, indicándole que esa entidad no podía realizar su ascenso 3AM hasta tanto no contara con los listados del Ministerio de Educación Nacional en los que se especifica si tiene derecho a ser reubicado y/o ascendido. Así mismo se le dio a conocer que una vez se contara con la información aludida se procedería a expedir el acto administrativo correspondiente. Tal contestación fue remitida a la dirección de su residencia y a su correo electrónico.  
Informó que si bien era cierto la información para la elaboración del acto administrativo requerido llegó a esa entidad en el mes de agosto de la presente anualidad, se debía tener en cuenta que no existía disponibilidad presupuestal para el pago respectivo, y de llegar a expedir la resolución de ascenso y/o reubicación salarial se pondría en riesgo el pago de la nómina del personal docente y administrativo de esa Secretaría.  

Advirtió que en el caso del señor Trejos Pinzón no había una vulneración al mínimo vital ya que el actor cuenta con una asignación básica salarial mensual y por lo tanto no se puede establecer que exista una amenaza o un peligro inminente. En ese sentido, solicitó que se declarara improcedente la presente acción de tutela. 
Ministerio de Educación Nacional: indicó que a esa entidad no le constan los trámites adelantados por el tutelante ante la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda. Además, puso en conocimiento que la competencia para el proferimiento de los actos administrativos de ascenso o reubicación radica en los entes territoriales, frente a los cuales ese Ministerio no tiene injerencia alguna, y si el actor solicitó su ascenso y le fue denegado, quiere decir que existen actos administrativos que gozan de presunción de legalidad. 
Aseguró que el derecho de petición no lleva consigo la obligación de dar una respuesta favorable a los intereses del peticionario. 

Refirió que la acción de tutela se torna improcedente frente al control de legalidad de los actos administrativos. 

Pidió que no se concediera la acción de tutela y se desvinculara del trámite a ese Ministerio. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
Le corresponde a esta Corporación establecer si por parte de alguna de las entidades accionadas, se han vulnerado los derechos fundamentales invocados por el señor Dagnober Trejos Pinzón.
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.
Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

De acuerdo a lo manifestado por la parte accionante, y enfocándonos en la solicitud que realiza a través de este mecanismo constitucional, encuentra la Corporación que el derecho fundamental que se debe estudiar a efectos de establecer la posible transgresión es el de petición.  
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
Teniendo en cuenta lo anterior, vale la pena recordar que la Ley 1755 de 2015, por medio de la cual se regula lo concerniente al derecho fundamental de petición, estableció en su artículo 1º los términos con que cuentan las entidades para resolver las disatintas modalidades de solicitudes, así: 
“Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.
 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.
 
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

(…)
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. (…)
“j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de responder”.

“k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”

Del caso concreto:

En el asunto puesto en conocimiento de esta instancia judicial, y de acuerdo con las manifestaciones realizadas por el actor en su libelo petitorio, se tiene que su pretensión la enfocó en la búsqueda de una respuesta de fondo por parte de la Secretaría Departamental de Educación de Risaralda y el Ministerio de Educación Nacional acerca de las solicitudes elevadas por él, tendientes a obtener un ascenso en el escalafón docente, así como el consecuente pago de un retroactivo por ese concepto; tal aseveración se corrobora a folios 6 y 8 del expediente, donde reposan dos solicitudes en ese sentido incoadas por parte del señor Dagnober.
Al respecto, debe decirse que una vez analizada la información obrante en el expediente, se observa que frente al asunto ambas entidades emitieron una respuesta de fondo referente a las peticiones del señor Dagnober, las cuales se ven reflejadas en los folios 7, 9 y 10 del expediente, mismas que fueron aportadas por el accionante en sus anexos, y con las que se pone en su conocimiento cuáles son los trámites y pasos a seguir para la obtención del ascenso que él pretende, y que además se encuentran a la espera de la recepción de unos listados por parte del Ministerio de Educación Nacional acerca de las personas que tienen la posibilidad de ser reubicadas y/o ascendidas, así como de la asignación del presupuesto para el reconocimiento y pago de la respectiva evaluación. 

De acuerdo a lo anterior, considera esta Colegiatura que ya se le brindó una respuesta de fondo al libelista, porque el ejercicio del derecho fundamental de petición no implica una agilización de los trámites que se encuentran normativamente contemplados en las diferentes actuaciones administrativas de las entidades estatales, y mucho menos lo es la acción de tutela, especialmente en tratándose de este tipo de concursos con los que lo que se busca, aunque válidamente, es una mejora laboral, pero no involucra en principio derechos de rango fundamental que se presuman vulnerados ante la eventual espera que implica el desarrollo de ese tipo de actuaciones, máxime cuando quien promueve la solicitud de amparo no se encuentra expuesto a la ocurrencia de un perjuicio irremediable que amerite la intervención del juez constitucional.   
En ese sentido, resultaría absolutamente inviable ordenarle a alguna de las accionadas la expedición de un acto administrativo por medio del cual, en desconocimiento y omisión del trámite contemplado para ese fin, se le conceda el ascenso que pretende, por varias razones: en primer lugar porque con ello se estaría desconociendo el principio de subsidiariedad o residualidad que caracteriza la acción de tutela, toda vez que para ese tipo de asuntos se encuentra consagrado un trámite administrativo por medio del cual se evalúa, entre todos los interesados, cuáles de ellos cumplen con los requisitos para el ascenso a través del agotamiento de diversas etapas; en segundo, no se encuentra demostrado y acreditado que el señor DAGNOBER TREJOS PINZÓN sea merecedor del ascenso al cual ha hecho referencia, y que en efecto haya agotado cada una de las fases para ese fin y cumpla con los requisitos del caso; en tercer y último lugar porque una decisión enfocada de esa manera, y más, por medio de la acción constitucional, desconocería otros derechos de igual jerarquía de las personas que al igual que él se encuentran interesados en el ascenso del escalafón docente, especialmente el de la igualdad.    
En ese sentido, es claro que a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria siempre y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería sometido a un perjuicio irremediable. Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“… Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”
 (Negrillas por fuera del texto original). 

La acción de tutela no es por lo tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de fungir como medio supletorio de protección, con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para  evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los  derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”

En concordancia con lo anteriormente expuesto, emerge con meridiana claridad que en el caso que concita la atención de la Sala, no queda alternativa diferente que negar el amparo constitucional invocado, porque en momento alguno al demandante se le han conculcado los derechos y garantías fundamentales aludidas en el libelo   
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE:

PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados por el señor DAGNOBER TREJOS PINZÓN; ello de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-249 de 2001.


� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 
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